AUTO DE ACCIÓN DE TUTELA 2ª INSTANCIA 

RADICACIÓN: 660013187001 2019 00097 01
ACCIONANTE: CARMENZA CEBALLOS DE HENAO 
SE ABSTIENE DE CONOCER
A N°012

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD A LA UGPP / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / APODERADO JUDICIAL / REQUIERE PODER CONFERIDO POR EL ACCIONANTE / APLICA PARA INTERPONER LA IMPUGNACIÓN SI LA ACTUACIÓN LA PROMOVIÓ OTRO PROFESIONAL DEL DERECHO.
… al analizar con detenimiento la actuación surtida, se observa que no es posible desatar el recurso presentado por falta de legitimidad de quien en nombre de la señora Carmenza Ceballos de Henao impugnó el fallo de primer nivel. Veamos:

La citada ciudadana le confirió poder a la profesional del derecho Paula Andrea Escobar Sánchez para que por su intermedio presentara… interpusiera la acción de tutela. 

Una vez recibida la petición de amparo por parte del juez de primer nivel, en el auto que admitió la demanda le reconoció personería jurídica a la referida apoderada, y las notificaciones le fueron dirigidas a ella. 

No obstante todo lo anterior, el recurso de impugnación lo interpuso el abogado Diego Alberto Medina Díaz, sin que conste en la actuación el poder otorgado por parte de la accionante a este último profesional, o la sustitución respectiva por parte de la letrada Paula Escobar…
Es bien cierto que la informalidad de la tutela tiene como sustento el hecho de que cualquier ciudadano puede acudir a ella de una manera ágil y oportuna, pero la H. Corte Constitucional ha sido reiterativa en dar claridad a las formas en que puede actuarse durante el transcurso de la solicitud de un amparo constitucional y ha hecho énfasis en que a pesar de su carácter excepcional, cuando se actúa en representación de otra persona debe contarse con la calidad de representante legal o apoderado, y en caso de intervenir por designación debe aportarse el respectivo poder.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, siete (07) de febrero de dos mil veinte (2020)
                                                                Acta de Aprobación No 075
                                                Hora: 3:20 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el abogado DIEGO ALBERTO MEDINA DÍAZ en representación de la señora CARMENZA CEBALLOS de HENAO, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de amparo promovida contra la Unidad Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -en adelante UGPP-. 

2.- DEMANDA 

Lo narrado en el escrito de tutela se puede resumir así: (i) la señora CARMENZA CEBALLOS contrajo matrimonio con el señor BERNARDO HENAO HURTADO -q.e.p.d.- en agosto 25 de 1979, persona esta que falleció en junio 20 de 2016; (ii) el causante cotizó al sistema pensional 1076 semanas, y la Junta Regional de Calificación de Invalidez emitió un dictamen de pérdida de capacidad laboral en junio 07 de 2017 con un porcentaje equivalente a 55.19%, estructurada en abril 19 de 2016; (ii) la accionante presentó ante la UGPP solicitud de reconocimiento y pago de pensión post mortem e igualmente la pensión de sobreviviente por el fallecimiento de su cónyuge; (iii) producto de la solicitud elevada la UGPP en octubre 24 de 2018 realizó investigación administrativa de convivencia, la cual estuvo a cargo del funcionario RENÉ GUERRERO, quien indicó que realizó grabaciones de audio, registros fotográficos y exigió exhibición de documentos, para concluir que existió convivencia entre la señora CARMENZA CEBALLOS y el señor BERNARDO HENAO HURTADO; (iv) mediante acto administrativo de octubre 31 de 2018 la UGPP negó la prestación económica, con el argumento que el causante no cumplía los requisitos para la pensión de invalidez; (v) contra la decisión de la entidad interpusieron el recurso de apelación, pero fue confirmada en febrero 05 de 2019; (vi) en el proceso laboral ordinario la UGPP aportó como prueba todo el proceso administrativo, pero no la investigación administrativa que realizó el señor RENÉ GUERRERO; y (vii) solicitó a la UGPP copia de la investigación administrativa, pero la entidad omitió dar una respuesta de fondo; por su parte, COSINTE LTDA manifestó que suscribieron un contrato con la UGPP para llevar a cabo las investigaciones administrativas.
Con fundamento en lo anterior, solicita la protección de los derechos fundamentales de petición, debido proceso y seguridad social; y, en consecuencia, se ordene a la UGPP, a COSINTE LTDA y al señor RENÉ GUERRERO, enviar con destino al Juzgado Tercero Laboral del Circuito y al Tribunal Superior de Pereira Sala Laboral, la investigación administrativa de convivencia que se realizó en octubre 24 de 2018.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado de conocimiento admitió la acción constitucional contra la UGPP, COSINTE LTDA y el señor RENÉ GUERRERO, vinculó oficiosamente al Juzgado Tercero Laboral del Circuito y al Tribunal Superior de Pereira Sala Laboral, para posteriormente correr traslado a las entidades.

- La Subdirectora de Normalización de Expedientes Pensionales de la UGPP solicitó se declare improcedente la acción de tutela, toda vez que ya dieron una respuesta de fondo a la petición del accionante mediante comunicado de septiembre 24 de 2019.

- El Tribunal Superior de Pereira Sala Laboral  indicó que la Corporación carece de legitimación en la causa por pasiva, como quiera que el hecho vulnerador que aduce la accionante es la falta de respuesta a los derechos de petición presentados ante la UGPP. Solicitó la desvinculación del trámite de tutela al no ser la entidad contra la cual se aduce la violación de garantías fundamentales.
3.2.- Culminado el término constitucional, el a quo en providencia de diciembre 11 de 2019 negó la protección del derecho fundamental de petición, por cuanto las accionadas ya emitieron una respuesta y fueron claras en indicar que no expedían la copia solicitada por la reserva de tal documento.
4.- IMPUGNACIÓN
El abogado DIEGO ALBERTO MEDINA DIAZ, quien se identificó en el escrito de impugnación como el apoderado judicial de la señora CARMENZA CEBALLOS de HENAO, argumentó que no existe una respuesta de fondo al derecho de petición, toda vez que la información solicitada no tiene reserva legal. Pidió se revoque la sentencia de primer grado y se conceda al amparo solicitado. 
5.- Para resolver, se CONSIDERA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017; sin embargo, al analizar con detenimiento la actuación surtida, se observa que no es posible desatar el recurso presentado por falta de legitimidad de quien en nombre de la señora CARMENZA ECBALLOS de HENAO impugnó el fallo de primer nivel. Veamos:
La citada ciudadana le confirió poder a la profesional del derecho PAULA ANDREA ESCOBAR SÁNCHEZ para que por su intermedio presentara un derecho de petición a la UGPP
. Ante la inconformidad con la respuesta brindada por la entidad, nuevamente le otorgó poder a la abogada PAULA ANDREA para que interpusiera la acción de tutela. 
Una vez recibida la petición de amparo por parte del juez de primer nivel, en el auto que admitió la demanda le reconoció personería jurídica a la referida apoderada, y las notificaciones le fueron dirigidas a ella. 

No obstante todo lo anterior, el recurso de impugnación lo interpuso el abogado DIEGO ALBERTO MEDINA DÍAZ, sin que conste en la actuación el poder otorgado por parte de la accionante a este último profesional, o la sustitución respectiva por parte de la letrada PAULA ESCOBAR para que actúe en este trámite en su reemplazo. 
El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad informó que en el cuaderno de copias no obra ningún documento que soporte la designación o la sustitución del poder
. 
En ese orden de ideas, y aunque la acción de tutela tiene un procedimiento preferente y sumario, carente de mayores exigencias formales, no se puede convertir en excusa para desconocer las normas básicas establecidas para la representación dentro de un trámite judicial -artículos 73 al 77 C.G.P.-. 
Es bien cierto que la informalidad de la tutela tiene como sustento el hecho de que cualquier ciudadano puede acudir a ella de una manera ágil y oportuna, pero la H. Corte Constitucional ha sido reiterativa en dar claridad a las formas en que puede actuarse durante el transcurso de la solicitud de un amparo constitucional y ha hecho énfasis en que a pesar de su carácter excepcional, cuando se actúa en representación de otra persona debe contarse con la calidad de representante legal o apoderado, y en caso de intervenir por designación debe aportarse el respectivo poder. Sobre el tema la Corte Constitucional en sentencia T-552/06 dejó en claro lo siguiente:
“La primera consecuencia teórica que esa configuración arroja es que la legitimación en la causa por activa en los procesos de tutela se predica siempre de los titulares de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados. Sin embargo, tal como lo ha establecido la Corte en anteriores oportunidades, a partir de las normas de la Constitución y del decreto 2591 de 1991, el ordenamiento jurídico colombiano permite cuatro posibilidades para la promoción de la acción de tutela. La satisfacción de los presupuestos legales o de los elementos normativos de alguna de estas cuatro posibilidades, permiten la configuración de la legitimación en la causa, por activa, en los procesos de tutela. 
En ese orden de ideas, esas cuatro posibilidades son las siguientes: (i) el ejercicio directo de la acción de tutela. (ii) El ejercicio por medio de representantes legales (caso de los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas), (iii) El ejercicio por medio de apoderado judicial, caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso, o en su defecto el poder general respectivo, y (iv) la del ejercicio por medio de agente oficioso.” 
En relación con la tercera posibilidad, es decir cuando el proceso de tutela se promueve por intermedio de apoderado, la Corte Constitucional ha establecido que la legitimación por activa se configura si quien presenta la demanda de tutela acredita ser abogado titulado y se anexa el respectivo poder especial, de modo que no se puede pretender hacer valer un poder otorgado en un  proceso ordinario para solicitar el amparo constitucional.” –negrillas y subrayas fuera de texto-

Se concluye entonces, a falta de prueba en contrario, que el abogado DIEGO ALBERTO MEDINA DÍAZ no está legitimado para representar o agenciar los intereses personales de la señora CARMENZA CEBALLOS, toda vez que no aportó ni el poder ni la sustitución por parte de la abogada PAULA ANDREA ESCOBAR SÁNCHEZ; y, por tal motivo, el juez de primer nivel no debió haber dado trámite al recurso de impugnación, sino que en su lugar lo que correspondía era dar la orden de remitir las diligencias a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Así las cosas, el Tribunal se abstendrá de conocer la impugnación presentada.    

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  SE ABSTIENE de darle trámite al recurso interpuesto contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.). 
Por secretaría se dispone remitir el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Ver folio 21


� Ver folio 4 del cuaderno del Tribunal.
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